Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 13:40). 


—La Comisión de Transporte y Obras Públicas de la Cámara de Senadores tiene el gusto de 
recibir a los representantes de la Asociación Nacional de Empresas de Transporte Carretero por 
Autobús, Anetra. 


Tiene la palabra el señor Sosa. 
SEÑOR SOSA..- Soy Presidente de la Anetra. 
En primer término, queremos agradecer a los miembros de la Comisión por recibimos. 


En esta oportunidad me acompañan el doctor Fernando Chainca, miembro de la directiva, el 
señor Alejandro Hernández, Secretario de la institución y el señor Hugo Luraschi, Secretario Ejecutivo. 


Reiteramos nuestro agradecimiento por permitirnos expresarnos en este ámbito sobre un 
tema que ocupa y preocupa a todo el sector. 


Trajimos copia de la exposición que vamos a realizar y si nos permite el señor Presidente se 
la vamos a entregar para que los señores Senadores cuenten con un ejemplar. 


Hemos solicitado esta audiencia en el marco de un cronograma de reuniones que venimos 
celebrando tendientes a plantear, en los ámbitos que creemos tienen incidencia en la elaboración de 
normas que afectan al sector, un problema que entendemos debe ser solucionado a la brevedad. 


Surge a partir de la entrada en vigencia de la Ley n.* 19210, es decir, la ley que regula el 
acceso de la población a servicios financieros y promoción del uso de medios de pago electrónicos. 


En primer término, queremos señalar que más allá de que algunos aspectos de esta ley 
afectan en forma directa el comercio y la competencia entre comerciantes, en el sector del transporte 
público de pasajeros genera, además, una situación muy particular. 


Debemos tener presente que la principal característica de la actividad del sector refiere al 
precio del servicio que prestamos. 


El precio de los servicios es tarifado, o sea que es determinado mediante una paramétrica en 
la que no está previsto el crecimiento del costo financiero provocado por el incremento del uso de los 
medios electrónicos de pago. 


Sabido es por ustedes que esta paramétrica la establece el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas y que el precio, una vez fijado, abarca a la totalidad de las empresas transportistas. 


La mencionada Ley n.* 19210 fomenta y obliga al uso del pago a través de medios 
electrónicos. El Estado es quien impulsa el uso de estos medios de pago. Sin embargo, el mismo 
Estado no reconoce en la tarifa los costos que provoca a nuestro sector. 


Quizás, desde el punto de vista empresarial se pueda entender como un factor negativo el 
hecho de agregar un nuevo componente a la tarifa a cobrar porque, indudablemente, ello significa 
trasladar al usuario el costo adicional del uso de las tarjetas, tanto de crédito como de débito. Tampoco 
parece justo que ese costo deba ser asumido coercitivamente por las empresas. 


Actualmente, se estima que el uso de los medios electrónicos de pago en el transporte de 
pasajeros interdepartamental se encuentra entre el 15% y el 20%, dependiendo del tipo de línea — 
corta, mediana o larga distancia—, ya que resulta que cuanto mayor es el precio del pasaje, mayor es el 
uso de elementos electrónicos de pago. Como se verá, este es un proceso en expansión por lo cual, 
indudablemente, asumimos que estos porcentajes seguirán creciendo. 


En cuanto a las comisiones que nos cobran las tarjetas de crédito y débito, con la entrada en 
vigencia de la ley de inclusión financiera se produce en las empresas, en forma inmediata, una pérdida 
económica que se traduce en el pago por parte de éstas de las comisiones que cobran los 
sellos emisores. Actualmente estas comisiones son las siguientes: las tarjetas de crédito están en el 
entorno del 4,5% al 5.5% y las de débito, entre el 2% y el 3%. 


Con respecto a la incidencia en la economía de las empresas de transporte, entendemos 
oportuno mencionar, como antecedente, que el beneficio de las empresas establecido en la 
paramétrica se sitúa en el entorno del 10,4% del precio de un pasaje. 


Ello significa que si la venta se realiza con tarjeta de crédito, el sello emisor se queda con la 
mitad del beneficio económico previsto en la paramétrica; es decir que en cada operación de crédito las 
empresas tienen, por ley, un socio que retiene el 50% de su ganancia. En caso de que la venta se 
realice con tarjeta de débito, el sello emisor se queda con la cuarta parte del beneficio económico de la 
empresa establecido en la paramétrica. 


En la actualidad las empresas pierden aproximadamente un 1,0% de su venta total en 
comisiones, pero tememos que esto pueda crecer en forma importante en el futuro —hasta un 2,5% o 
un 3%-, lo cual provocaría un desequilibrio en sus economías, que las pondría en riesgo de 
subsistencia a mediano y largo plazo. 


En el documento que entregamos a la comisión mostramos un comparativo sobre el 
crecimiento total del crédito. 


Todo lo narrado hasta aquí, sin duda, se verá agravado en la medida en que el aumento del 
uso de la tarjeta siga su actual tendencia. Según información aportada por el Banco Central del 
Uruguay, entre el 2012 y 2013, del 13% se pasó al 15%, alcanzando un aumento del 15% interanual; 
entre 2013 y 2014, de 15% a 17%, con un aumento de 13% interanual, y entre 2014 y 2015, de 17% a 
25%, es decir que se produjo un 47% de aumento interanual. 


Nos resulta importante destacar lo siguiente. En primer lugar, la cantidad de operaciones con 
tarjetas de crédito y el monto operado se mantiene y, en segundo lugar, la cantidad de operaciones con 
tarjetas de débito se multiplicó por cuatro en cantidad de operaciones y monto, entre 2014 y 2016. Esta 
fuente corresponde al Ministerio de Economía y Finanzas. 


Para mejor ilustración de los señores senadores se adjuntan en la documentación diferentes 
gráficos donde se aprecia claramente la evolución planteada. 


En consecuencia, ¿a qué venimos hoy? Obviamente estamos aquí en procura de una 
solución. 


Realmente no pudimos determinar con certeza si este ha sido un problema previamente 
visualizado, cuando se aprobó la ley, o una consecuencia no deseada de la norma. Francamente 
deseamos que haya sido por la segunda opción. Si fuera así creemos que es impostergable buscar 
una solución definitiva al tema. 


Nos encontramos con un escenario muy claro. Somos un servicio público tarifado y el 
crecimiento de la incidencia de la venta a crédito no está contemplado en la paramétrica. Desde el 
Estado se está incentivando y universalizando el uso de los medios electrónicos de pago, pero fuimos 
prácticamente ignorados por los sellos cuando hemos ido a plantear estas dificultades. Recibimos, 
incluso, casi idéntico trato en los organismos estatales donde se promueven estas políticas públicas y, 
además, sufrimos un daño que no es provocado por acciones u omisiones del sector. 


Por lo tanto, no creemos que la solución sea incorporar costos a la tarifa, pero sí que debe 
haber de parte del Estado, como regulador del sistema de transporte y como impulsor de la política del 
uso de la tarjeta de crédito y de débito, una regulación que limite los montos en las comisiones de esas 
tarjetas, que sugerimos que sean del 1 % en las tarjetas de crédito y 0,5% en las de débito. 
Entendemos que esta solución debería tener carácter legislativo. 


Este es el planteo que tenemos para hacer. Nos encontramos en una situación bastante 
crítica porque estamos obligados a quitar, digamos, el costo financiero que los sellos emisores nos 
imponen. 


SEÑOR CAMY.- Saludo la presencia de la asociación en esta comisión y agradezco particularmente lo 
ordenado del planteamiento que ha sido acompañado de una ponencia escrita que nos facilita el uso 
efectivo del tiempo y, a la vez, nos ayuda a comprender más rápido el tema. 


Quisiera hacer tres preguntas concretas. 


En el documento que nos dejaron establecen que han recibido casi idéntico trato tanto de los 
organismos estatales, desde donde se promueven estas políticas públicas, como de los emisores de 
sellos. En ese sentido, me gustaría, de ser posible, que especifiquen un poco más cuál fue la 
respuesta puntual de estos organismos, en el sentido de si habían previsto, antes de promulgar la ley, 
estas consecuencias o si no se tomaron en cuenta. ¿Qué idea tienen como para remediar esta 
situación? 


Por otra parte ¿la solución que ustedes proponen sería la de bajar los montos de comisiones 
que sugieren para las tarjetas de crédito o débito, o el reconocimiento en la paramétrica del costo 
actual, si es que eventualmente no se puede bajar? Me gustaría saber, si para los intereses que 
ustedes representan legítimamente cualquiera de las dos posibilidades es igual. 


Por último, ¿saben si ha mermado la venta de pasajes? 


SEÑOR SOSA.- El planteo, directamente lo hicimos en el Ministerio de Economía y Finanzas. Hace 
unos meses tuvimos una audiencia particular con el economista Vallcorba, y un par de asesores. Allí 
planteamos nuestra preocupación porque al ser un negocio tarifado en pesos tenemos la obligación de 
cobrar lo que se indica: si es $ 100, cobrar $ 100. Todo este movimiento que genera la ley de inclusión 
financiera o de bancarización —como vulgarmente se le llama—, obliga al pasajero a usar medios 
electrónicos. Sin embargo, más allá de la buena voluntad y disposición que tuvieron, no hubo ningún 
tipo de respuesta. Nos sugirieron que, como la venta con tarjeta de crédito no es obligatoria y sí con la 
de débito, intentáramos promocionar el uso del débito y no del crédito. En ese momento entendimos el 
planteo, pero no recibimos ninguna solución. 


Hace tres o cuatro años la venta a crédito en el transporte representaba un 3% o 4% del total, 
prácticamente era un negocio al contado, y ahora se pasó al 15%, 20% o 25%. Ni qué hablar de las 
empresas internacionales o las que recorren muy larga distancia, piensen en lo que sale un pasaje a 
Rivera o a Artigas. Esto lo puede respaldar Alejandro, que es representante de Turil. 


De manera que quedó en eso. También intentamos algún contacto con sellos emisores, pero 
es su negocio y si les llevan clientes, bienvenidos sean. 


Queremos, por lo menos, que escuchen nuestra exposición. No nos parece demasiado justo 
que a los clientes se los obligue a comprar de determinada manera. Está bien por las políticas de 
seguridad, pero no nos parece justo que seamos nosotros los que tengamos que poner de nuestro 
bolsillo y bancar esa normativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Solo se reunieron con el Ministerio de Economía y Finanzas? 


SEÑOR SOSA.- Sí, y con algún emisor privado de tarjeta. 


Me acotan que también hicimos un planteo formal en el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, pero el Ministro Rossi nos dijo que lo buscáramos si teníamos que hacer gestiones juntos. 


Obviamente, el señor senador conoce mejor que nosotros el manejo del Ministerio. Todo eso 
afecta a la tarifa y a nosotros nos afecta considerablemente. 


SEÑOR CHAINCA.- Con relación a una de las consultas realizadas por el señor senador Camy, 
podemos decir que el sector está viviendo un momento de dificultades; a eso no escapa ninguno de los 
sectores. Cuando el presidente de Anetra se refería al margen de utilidad, eso se da en el caso de 
ocupación económica de los buses del 67%. Hoy no tenemos esos márgenes. Hay empresas que 
tuvieron que enviar personal al seguro de paro, otras están refinanciando sus deudas con los bancos y 
buscando convenios de pago con las terminales, o sea, la situación que vive el sector es compleja. 


Abril fue un mes que provocó el quiebre de la tendencia a la disminución que ya venía desde 
el año pasado. Los efectos climáticos golpearon muy fuerte a todos los sectores. Hemos tenido un 
invierno muy duro lo que conspira contra cualquier sector comercial y muy especialmente contra el 
sector de transporte de pasajeros. Hoy estamos atravesando una situación de dificultades en la que se 
ha parado la renovación de las flotas y se están dando todas estas situaciones. 


Con respecto a las tarjetas, no tenemos prácticamente ningún tipo de posibilidad de 
negociación. Inclusive, con los sellos emisores —que mediante la ley adquirieron un aumento muy 
importante en el volumen de sus transacciones— no se está verificando la reducción correspondiente 
de los aranceles. Eso afecta severamente el negocio, porque la utilidad es de un 10% —estamos lejos 
de alcanzar 67% de ocupación- y el margen relativo a la renovación de flota y de otros aspectos es del 
5%. 


Alcanzamos un crecimiento muy importante en la venta con tarjetas y pensamos que va a 
seguir incrementándose, lo que va a afectar seriamente al sector. Creemos que este aspecto debería 
ser considerado. 


SEÑOR SOSA.- Con respecto a la pregunta sobre si la solución está en la rebaja de aranceles o en el 
aumento de tarifas, respondemos que no somos partidarios del aumento de tarifas. El doctor Chainca 
explicaba recién que es imposible que aumentemos el precio sabiendo que tenemos competencia de 
todo tipo como el automóvil, entre otras cosas. Entonces, no pasa por ahí, sino por aquellos negocios 
financieros que se ven beneficiados; creo que deberían bajar el arancel. Nosotros apelamos a la 
razonabilidad. Parecería que si a la demanda la obligan a ir por determinado camino quien tenga que 
bancar eso no seamos los empresarios. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Antes que nada, quiero agradecer la información tan documentada que nos 
acerca Anetra. Además, quiero proponer que este documento y la versión taquigráfica de esta sesión 
sean enviadas a los Ministerios de Transporte y Obras Públicas y de Economía y Finanzas, y que el 
presidente, para la próxima sesión de la comisión, pueda comunicarse con ambos ministerios para 
actualizar la información en torno a esta preocupación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Carámbula se adelantó a lo que íbamos a proponer. 


Sólo quiero agregar una cuestión por las expectativas que se pueden generar. El Poder 
Ejecutivo tiene iniciativa privativa en esta materia por lo que nosotros no tenemos muchas posibilidades 
en ese sentido. La constitución es sabia en estas cosas y aunque pueda parecer que para esta ocasión 
es perjudicial, para el resto de la salud económica del país es mucho mejor que las cosas sean así. 


No vamos a emitir opinión porque no es de estilo hacerlo frente a las delegaciones, pero el 
planteo ha sido muy claro. De todos modos vamos a hacer los contactos necesarios y, en todo caso, 
reiteraremos lo que ustedes ya han planteado a los organismos mencionados. 


Me quedo con el razonamiento enfático que se hizo al final, en el sentido de que la intención 
no es transferir a la tarifa, sino encontrar un precio razonable que permita que esos costos no sean 
absorbidos exclusivamente por las empresas de transporte. Por su parte, tampoco es justo que lo 


paguen los usuarios. Los otros aspectos tienen que ver con políticas comerciales. Si la ocupación no 
está llegando a los números que maneja la paramétrica para tener márgenes de rentabilidad, no 
parece razonable cerrar la opción de venta de pasajes a nadie. En estos casos uno no discrimina; toma 
todo lo que puede de la mejor manera que puede. Queda claro que hay una diferencia en el poder de 
negociación de ustedes frente a otros. Entonces, creo que hay razones justificadas como para que 
exista una mediación estatal a los efectos de que no haya una supremacía de ejercicio de poder de 
uno sobre otro y que las reglas de juego sean bastante claras para todos. 


Si ningún Senador quiere hacer uso de la palabra, les agradecemos la presencia y quedamos 
atentos a las noticias. Aunque esto requiere iniciativa del Poder Ejecutivo, no dejen de seguir 
golpeando puertas. 


(Se retira de sala la delegación de la Asociación Nacional de Empresas de Transporte 
Carretero por Autobús). 


—No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 14:03). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


